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reorganizar el sistema de cuidados de larga duración, a elevar el potencial educativo, la igualdad de 
oportunidades y a reducir la brecha digital. La política palanca VIII Nueva economía de los cuidados y 
políticas de empleo, dispone el Componente nº 23 dedicado a las Nuevas políticas públicas para un 
mercado de trabajo dinámico, resiliente e inclusivo, y concretamente su Inversión 2 se dedica Acciones 
para favorecer la transversalidad de género en todas las políticas activas de empleo, indicando que 
la formulación de los Planes de PAE deben incluir un plan transversal de Igualdad en todos sus 
elementos (Orientación, Formación, Oportunidades de Empleo, Igualdad, Emprendimiento, Mejora de 
la Administración).

En la planificación y diseño de las políticas activas de empleo, resulta necesario disponer de una 
información precisa y ajustada sobre las necesidades de las potenciales personas participantes en tales 
políticas. En algunas ocasiones, las responsabilidades personales y familiares, incluido el trabajo no 
remunerado, afecta de forma desproporcionada a determinados grupos de mujeres. Estas actividades 
pueden impedirles no solo tener un empleo sino también buscarlo activamente, por lo que no 
aparecerían en las estadísticas de desempleo.

Uno de los colectivos de atención prioritaria para la política de empleo que marca el art. 50 de la Ley 
3/2023, de 28 de febrero, de Empleo, es el de “las personas adultas con menores de dieciséis años o 
mayores dependientes a cargo, especialmente si constituyen familias monomarentales y 
monoparentales”. El análisis se centrará en las mujeres, por ser mayoritarias respecto de los varones 
que asumen de forma solitaria la responsabilidad familiar. 

Asimismo, en relación con las políticas activas del mercado de trabajo, merecen especial atención las 
mujeres que se quieren reincorporar al mercado laboral tras una interrupción prolongada de su carrera 
profesional por cuidado de descendientes o ascendientes. Diversos estudios han destacado que 
precisamente la suspensión de la actividad laboral previsiblemente haya desactualizado sus 
competencias profesionales y la falta de contacto con el entorno laboral provoque inseguridades para 
la trabajadora y resistencias por parte del empleador o empleadora. 

Otro de los colectivos vulnerables que señala el art. 50 de la Ley de Empleo, antes mencionado, hace 
referencia a las personas gitanas, que normalmente se enfrentan a mayores barreras en el acceso al 
mercado laboral, que en el caso de la mujer viene a incrementar las dificultades de conciliación 
habituales en el resto de las mujeres, pero conviene explorar otros factores como el educativo, 
cultural, que pueden incrementar las situaciones de desigualdad.   

Por tanto, el objeto de este contrato de servicios consiste en la realización de un estudio que analice
las particularidades de tres grupos de mujeres con especiales dificultades de inserción laboral y/o 
conciliación (MDIL), concretamente: mujeres que encabezan hogares monoparentales, mujeres que se 
quieren reincorporar al mercado laboral tras una interrupción prolongada de su carrera profesional 
por cuidado de descendientes o ascendientes y mujeres de etnia gitana, con el objetivo de conocer su 
situación y mejorar el ajuste de los servicios de empleo que ofrece el Servicio Público de Empleo de la 
Comunidad de Madrid a las necesidades de integración laboral de mujeres en estas circunstancias.
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Este contrato está financiado por el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia de la Unión Europea, 
establecido por el Reglamento (UE) 2020/2094 del Consejo, de 14 de diciembre de 2020, por el que se 
establece un Instrumento de Recuperación de la Unión Europea para apoyar la recuperación tras la 
crisis de la COVID-19, y regulado según el Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 12 de febrero de 2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia. 

Para el presente contrato, se ha realizado una evaluación del riesgo de fraude, corrupción o conflicto 
de interés, y se dispone de un procedimiento para abordar conflictos de intereses y fraude, en 
consonancia a lo dispuesto en el Plan de medidas Antifraude de la Comunidad de Madrid.

LA DIRECTORA GENERAL DEL SERVICIO PÚBLICO DE EMPLEO
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